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: DESPIDO INDIRECTO: como es bien sabido, cuando es el trabajador el que de manera unilateral da por terminado el contrato de trabajo invocando una justa causa imputable al empleador, de conformidad con lo desarrollado por la doctrina y la jurisprudencia, se configura el despido indirecto, caso en el cual, el primero debe responder con el pago de la indemnización por despido injusto consagrado en el artículo 64 del Código Sustantivo del Trabajo. No obstante, para que el trabajador acceda a la indemnización correspondiente, debe demostrar que el empleador incurrió en alguna de las 8 causales contempladas en el literal b) del artículo 62 del mismo código y que al momento de dar por terminado el vínculo laboral le informó al empleador la causa o el motivo de esa determinación. 
DESPIDO INDIRECTO Y ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA de personas afectadas por el deterioro en su estado de salud: (...) dado que la renuncia provocada se asemeja en sus consecuencias jurídicas al despido, siempre que se demuestre que la terminación del vínculo laboral se dio por renuncia del trabajador y que esta fue producto de coacción o presión por parte del empleador, aquel podrá perseguir, no solo el pago de la indemnización por despido injusto, sino también la indemnización sancionatoria prevista en el artículo 26 de la Ley 361, siempre que demuestre que se encontraba en situación de estabilidad laboral reforzada por deterioro de su estado de salud, ello sobre la base de que opera la presunción de que los actos de presión ejercidos por el empleador estaban dirigidos a provocar la renuncia del trabajador como consecuencia de su discapacidad.  
SALVAMENTO DE VOTO: DOCTOR JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Al respecto considero que en realidad, el empleador acató el reglamento, pues para la imposición de las sanciones adelantó el trámite disciplinario que se prevé en el mismo. El hecho que, haya desconocido los precisos términos que se contemplan para el efecto, no implica una violación del mismo que pueda aceptarse como justo motivo de la terminación del contrato.

Tal conclusión, a mi juicio, desconoce que el artículo 52 del mismo reglamento prevé la específica consecuencia jurídica, que opera en los eventos de desconocimiento del trámite establecido…
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ACTA No. ______

(febrero 23 de 2018)
AUDIENCIA DE JUZGAMIENTO

En la fecha, siendo las (…), la Sala de Decisión Laboral No. 1 del Tribunal Superior de Pereira, procede a decidir el recurso de apelación presentado dentro del proceso ORDINARIO LABORAL adelantado por JOSÉ MIGUEL BETANCOURT en contra de la SOCIEDAD “PASO REAL” S.A.S. Para el efecto, se verifica la asistencia de las partes a la presente diligencia: Por la parte demandante…, Por las demandadas…

Alegatos de conclusión

De conformidad con el artículo 82 del C.P.T y de la s.s., modificado por el artículo 13 de la Ley 1149 de 2007, se concede el uso de la palabra a las partes para que presenten sus alegatos de conclusión. Por la parte demandante… Por la parte demandada…

SENTENCIA

Como quiera que los alegatos coinciden a cabalidad con los puntos fácticos y jurídicos objeto de discusión al momento de analizar la ponencia, procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte actora contra la sentencia emitida el pasado 10 de marzo de 2017 por el Juzgado Promiscuo del Circuito de la Virginia. 

PROBLEMA JURIDICO

El problema jurídico en este asunto se centra en determinar si el empleador ejerció actos de presión tendientes a provocar la renuncia del trabajador demandante y si este mal proceder guarda alguna relación con la situación de salud de este último.
I - ANTECEDENTES
El demandante aduce que el 1º de enero de 2011 (hecho 1º de la demanda) se vinculó a la empresa demandada mediante contrato escrito a término fijo, en el cargo de operario, encargado de oficios varios, pactándose como remuneración el salario mínimo legal mensual vigente para cada anualidad.
Seguidamente, informa que cumplió con extensas jornadas de trabajo desde el 1º de enero de 2011 hasta el 19 de abril de 2014, así: lunes y miércoles: de 6:30 a.m. hasta las 5:00 p.m., martes, jueves, viernes y sábado: desde las 6:00 a.m. hasta las 8:00 p.m. y que tenía una hora para almorzar en mitad de cada jornada.
Agrega, en lo que es materia del recurso de apelación, que en el mes de noviembre de 2013, sufrió un accidente de trabajo, en el momento en que sintió una fuerte picada en su columna vertebral cuando cargaba una carreta llena de insumos cárnicos, en desarrollo de sus actividades laborales normales a favor de PASO REAL S.A.S. y que el área de riesgos profesionales de SALUDCOOP EPS, lo diagnosticó con “DISCOPATIA DEGENERATIVA LUMBROSACRA”

Señala asimismo, que mediante comunicado del 02 de abril de 2014, el área técnica de medicina laboral de SALUDCOOP EPS, recomendó al empleador que se siguieran las siguientes pautas de manejo de la enfermedad: restringir sobreesfuerzos, evitar posturas prolongadas, evitar movimientos repetitivos, no realizar carga de objetos con miembros superiores a 12 Kg, realizar evaluación periódica con médico empresarial.

Afirma que debido al comunicado de restricción de actividades laborales recibido por paso real S.A.S., a través de la EPS, fue reubicado a partir del 21 de abril de 2014, en el cargo de portero y desde ese momento empezó a laborar intercaladamente: una semana en jornada diurna y la siguiente nocturna, en horario de 6:00 p.m. a 6:00 a.m. y de 6:00 a.m. a 6:00 p.m.

Agrega que a pesar de las restricciones, varias veces lo hicieron quedar en las instalaciones del matadero realizando laborales de sacrificio y corte de porcinos hasta altas horas de la noche, luego de terminar sus labores como vigilante, y que hasta esa fecha solamente se le había hecho un llamado de atención, que sin embargo no ameritó la imposición de sanción alguna, pero a partir de allí se dieron las siguientes sanciones:
· A un 1 mes y 7 días de realizadas las observaciones de salud ocupacional a PASO REAL S.A.S.,  fue citado a audiencia de descargos ante su empleador, por causa de un presunto irrespeto a un compañero de trabajo. No se impuso sanción alguna.

· Mediante  oficio fechado el 5 de febrero de 2015, volvió a ser citado a descargos, el 6 de febrero de ese mismo año, por no haber asistido al trabajo el 6 de enero 2015. Se impuso como sanción la suspensión no remunerada de su trabajo durante 3 días, los cuales debían cumplirse los días 10, 11 y 12 de marzo de 2015
· Mediante oficio también del 5 de febrero de 2015, fue citado a diligencia de descargos el mismo 6 de febrero de ese año, por no haberse presentado a trabajar el 27 de enero de 2015, y mediante oficio del 9 de marzo de 2015, se le impuso como sanción la suspensión no remunerada durante 7 días, durante los días 14, 15, 16, 17, 18 y 20 de marzo de 2015. (la sanción fue notificada 1 mes y 10 días después de ocurrida la supuesta falta del trabajar)
· Mediante oficio del 10 de febrero de 2015 -dos días después de la última diligencia de descargos- volvió a ser citado a una nueva diligencia al día siguiente (11 de febrero de 2015) por supuestamente no cumplir con sus labores asignadas el 9 de febrero de 2015. Se impuso en esa oportunidad suspensión no remunerada de su trabajo durante treinta (30) días, a cumplirse entre el 23 de mayo y el 22 de junio de 2015.
· El 15 de mayo de 2015, volvió a ser citado a una nueva diligencia de descargos, por hechos supuestamente ocurridos en la misma fecha, y esta vez se le impuso suspensión no remunerada durante 60 días, notificada el 23 de junio de 2015, a cumplirse desde el 26 de junio hasta el 23 de agosto de 2015.
· Por último, mediante oficio del 14 de mayo de 2015, vuelve a ser citado a diligencia de descargos el 19 de mayo de 2015, por supuesta inasistencia a laborar los días 21 y 22 de abril de 2015, hechos por los cuales se le impuso como sanción la suspensión de 45 días no remunerados, la cual fue notificada el 28 de septiembre de 2015 (5 meses y 6 días después de ocurridos los hechos sancionables), con efectos del 29 de septiembre al 12 de noviembre de 2015.

Mientras corría el plazo de la última suspensión no remunerada, mediante oficio fechado el 28 de septiembre de 2015, la empleadora le notificó al demandante la decisión de dar por terminado el contrato de trabajo a partir de la fecha en que el Ministerio del Trabajo autorizara el despido.
Al cabo del vencimiento de la suspensión, el trabajador presentó carta de renuncia inducida o despido indirecto, argumentando los siguientes motivos, según lo expresado en la demanda: 1) los llamados repetitivos a descargos sin razones suficientes, 2) la imposición constante de sanciones extemporáneas, 3) la sobrecarga laboral continuada, 4) la renuencia a concederle laborales ya causadas y no disfrutadas (vacaciones, horas extras diurnas y nocturnas), 5) los descuentos económicos de sus salarios de conceptos que no habían sido previamente autorizados y 6) la desatención de indicaciones ocupacionales realizadas por la ARL. 

En escrito de 4 folios, PASO REAL S.A.S. respondió la carta de despido indirecto presentada por el señor JOSÉ MIGUEL BETANCOURT, negando las razones expuestas en la misma y citando al actor para que se practicara un examen médico de egreso. El trabajador se presentó ante médico, Dr. Paulo César Camargo Carrillo, quien determinó que a la fecha del despido presentaba diagnóstico de “poliartrosis no especificada”.
Por último, señala que el empleador le pagó la suma de $1.780.297 a título de liquidación, y que mediante las Resoluciones No. 0001 del 08 de febrero de 2016, confirmada por la No. 00166 del 14 de abril de 2016, el Inspector del Trabajo y la Seguridad Social de la Virginia, determinó no autorizar a PASO REAL S.A.S. el despido de su trabajador.

En vista de lo anterior, pretende que previa la declaración de la existencia del contrato de trabajo que ató a las partes entre el 1º de enero de 2011 y el 13 de noviembre de 2015, se declare igualmente que la relación laboral finalizó por despido indirecto o renuncia motivada por el trabajador mientras se encontraba en situación de estabilidad laboral reforzada por causa de su estado de salud y en consecuencia se acceda a las siguientes condenas: 1) Al pago de la indemnización por despido injusto contemplada en el artículo 64 del C.S.T., calculada en la suma de $2.466.875 y 2) al pago de la suma de $4.137.000 por concepto de la indemnización prevista en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997.
En respuesta a la demanda, la empresa demandada aceptó sin objeciones los extremos de la relación laboral, la modalidad de la vinculación, el monto de la remuneración, el cargo para el que fue contratado el demandante, las restricciones laborales sugeridas por su EPS, aceptando que ante las mismas se optó por reubicarlo en el cargo de portero desde el día 3 de abril de 2015, como se afirma en la demanda.
Aceptó, además, la forma de terminación del contrato, por carta de renuncia motivada del trabajador, pero se opuso a los motivos aducidos en la misma y aceptó, asimismo, que el Ministerio del trabajo comunicó, luego de la renuncia del trabajador, la prohibición del despedirlo. 
En lo que atañe al supuesto accidente de trabajo sufrido por el trabajador a finales del año 2013, dijo que el actor había ingresado a laborar a la empresa con múltiples dolencias físicas, cuyo registro figura en el examen médico de ingreso realizado el 17 de noviembre de 2010 por el Dr. LEONARDO LÓPEZ HURTADO, en el que quedó consignado: “presenta molestia o dolor en los últimos 12 meses en la muñeca izquierda y la zona lumbar” y procedió a enumerar un total de 13 periodos en los que el trabajador estuvo incapacitado entre el 27 de marzo de 2011 y el 26 de julio de 2013, por lapsos que oscilan entre 2 y 3 días de incapacidad (respuesta al hecho 9, Fl. 285). Señaló frente a los demás hechos, que el trabajador fue sujeto de varios llamados de atención y sanciones por actos de indisciplina que no pudo justificar en las respectivas diligencias de descargos. 
Aclaró frente a las razones por las que había dejado transcurrir tanto tiempo entre la comisión de la conducta sancionable y la fecha de la imposición efectiva de la sanción, que ello se debía a las múltiples faltas del trabajador y a las incapacidades médicas reportadas, lo que hacía imposible imponer sanciones de forma continua, ya que “la empresa siempre consideró las circunstancias personales del trabajador y el evitar más perjuicios a sus ingresos”, y frente a los motivos que ameritaron la acción disciplinaria del empleador en su momento, indicó que el actor es responsable de todos y cada uno de los hechos sancionados, pues llegó a poner en grave peligro la estabilidad económica de la empresa, al propiciar el retiro de clientes, por lo que la empresa se limitó a aplicar el reglamento interno de trabajo con todo el respeto por la dignidad del trabajador y con total apego a la normatividad legal. Finalmente, para oponerse a la prosperidad de las pretensiones, propuso como excepciones de mérito las denominadas “pago total de la obligación, mala fe del demandante, buena fe del empleador y prescripción”

II - SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

La jueza de primera instancia decidió absolver de las pretensiones a la empresa demandada, al considerar que había actuado de manera legítima al intentar corregir los actos de indisciplina en que había incurrido el demandante a lo largo de todo el año 2015, y al día de hoy, era claro que las sanciones que le fueron impuestas se encuentran en firme, habiendo tenido el trabajador toda oportunidad de desvirtuar los hechos sancionables que se le endilgaban. 
Añadió que los testimonios ventilados en primera instancia, la llevaban al convencimiento pleno de que el empleador le había dado un buen trato al trabajador y le había asignado las tareas inherentes al cargo desempeñado, en razón de lo cual no podía hablarse de acoso laboral, tal como había sido planteado en la carta de renuncia del trabajador. Además, la existencia del contrato de trabajo le impone al prestador del servicio contratado la obligación de cumplir los reglamentos y las instrucciones del empleador y habilita a este último a imponer las sanciones acordes con los actos de indisciplina de sus empleados, siempre y cuando se haga dentro del marco del respeto al derecho de defensa y a la dignidad humana del trabajador.

III – RECURSO DE APELACIÓN
Contra la anterior decisión interpone recurso de apelación el apoderado judicial del demandante, quien se muestra sorprendido por la brevedad de la sentencia y por la omisión de pronunciamiento frente a varios puntos expuesto en la demanda, así: 
1) No hay un pronunciamiento de fondo frente las circunstancias de salud del trabajador, desconociendo que una de las pretensiones de la demanda gira en torno precisamente de la situación de estabilidad laboral reforzada que cobijaba al trabajador al momento de motivar su renuncia.
2) Tampoco hay un pronunciamiento frente a la denunciada extemporaneidad de las sanciones, solo para dar un ejemplo, en la última de las impuestas transcurrieron 5 meses y 6 días entre la supuesta comisión de la conducta o hecho disciplinable y la fecha en que se notificó la sanción, lo cual contraviene el principio de inmediatez del derecho disciplinario laboral. 

3) Finaliza señalando que si hubo un verdadero acoso laboral del que fue víctima el trabajador, quien renunció unos días antes de finalizar la última sanción porque la empresa le notificó que había iniciado un procedimiento para terminar su contrato laboral, con el agravante de que las faltas ameritaban el despido ya habían sido sancionadas, luego no era posible el despido con posterioridad, ya que se estaría imponiendo una doble sanción por un mismo hecho y con ello se desconocería de manera flagrante el principio de “non bis in ídem”.

IV – CONSIDERACIONES
4.1. DELIMITACIÓN DEL OBJETO DE LA LITIS 
Para alinderar el objeto del recurso de apelación, es necesario empezar por anotar que el promotor del litigio denuncia en la demanda la posible configuración de un despido indirecto o de una renuncia provocada por hechos que atribuye a su empleador. 
Es importante subrayar igualmente, que la carta de renuncia presentada por el trabajador el 13 de noviembre de 2015, fue posterior a una carta de despido que su empleador le había notificado el 28 de septiembre de 2015, en la que le informaba que la misma tendría efectos a partir del momento en que el Inspector del Trabajo autorizara el respectivo despido.

En ese escenario, es evidente que la aceptación de la carta de renuncia (el 13 de noviembre de 2015) dejó sin efectos el despido notificado al trabajador el 28 de septiembre de 2015, ya este estaba sometido al acontecimiento de un hecho futuro e incierto que en este caso no llegó a darse.
Ahora bien, lo que hace especial este asunto es el hecho de que, tras la renuncia presentada por el trabajador, el Ministerio del Trabajo, a través de la Resolución No. 0001 del 08 de febrero de 2016, confirmada por la No. 00166 del 14 de abril de 2016, decidió NO autorizar a PASO REAL S.A.S. el despido, de modo tal que la decisión administrativa se produjo cuando ya no había contrato de trabajo entre las partes, situación que muy seguramente desconocía el Ministerio porque lo más lógico hubiese sido que la citada entidad declarara la carencia actual de objeto, puesto que el trabajador se había apresurado a terminar la relación laboral por causas aparentemente atribuibles al empleador.


Ello así, para facilitar el debate jurídico, la Sala debe anticipar que el quid del asunto se centra entonces en verificar si de verdad existían razones jurídicas valederas que habilitaran al trabajador a finalizar el contrato de trabajo con justa causa. En otras palabras, si las razones esgrimidas en la carta de renuncia tuvieron lugar y si las mismas configuraban el incumplimiento grave del contrato de trabajo por parte de empleador.
4.2. DESPIDO INDIRECTO O AUTO-DESPIDO


Como es bien sabido, cuando es el trabajador el que de manera unilateral da por terminado el contrato de trabajo invocando una justa causa imputable al empleador, de conformidad con lo desarrollado por la doctrina y la jurisprudencia, se configura el despido indirecto, caso en el cual, el primero debe responder con el pago de la indemnización por despido injusto consagrado en el artículo 64 del Código Sustantivo del Trabajo. No obstante, para que el trabajador acceda a la indemnización correspondiente, debe demostrar que el empleador incurrió en alguna de las 8 causales contempladas en el literal b) del artículo 62 del mismo código y que al momento de dar por terminado el vínculo laboral le informó al empleador la causa o el motivo de esa determinación.


Finalmente, conviene recordar que la Sala Laboral de Corte Suprema de Justicia ha establecido que el “despido indirecto” -o “la renuncia provocada”- se presenta cuando “no existe una decisión libre del empleado tendiente a finalizar la relación laboral sino, una presión por parte del empleador que obliga a aquél a tomar dicha determinación” (Sentencia de 30 de julio de 2003, Referencia No. 20517).  

4.3. DESPIDO INDIRECTO Y ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA de personas afectadas por el deterioro en su estado de salud. 
En virtud del artículo 26 de la Ley 361 de 1997, existe una presunción a favor del trabajador en estado debilidad manifiesta, que supone que el despido (o terminación del trabajo) se efectúo por causa de su limitación física y que obliga al empleador a desvirtuarla en aquellos eventos en que el despido no cuenta no la autorización del Ministerio de Trabajo.

Dado que la renuncia provocada se asemeja en sus consecuencias jurídicas al despido, siempre que se demuestre que la terminación del vínculo laboral se dio por renuncia del trabajador y que esta fue producto de coacción o presión por parte del empleador, aquel podrá perseguir, no solo el pago de la indemnización por despido injusto, sino también la indemnización sancionatoria prevista en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, siempre que demuestre que se encontraba en situación de estabilidad laboral reforzada por deterioro de su estado de salud, ello sobre la base de que opera la presunción de que los actos de presión ejercidos por el empleador estaban dirigidos a provocar la renuncia del trabajador como consecuencia de su discapacidad.
4.4.  FACULTAD DISCIPLINARIA DEL EMPLEADOR

Dentro del elemento subordinación se destaca, como ya lo ha sostenido la jurisprudencia (sentencia C-934 de 2004), el poder de dirección en la actividad laboral y la potestad disciplinaria que el empleador ejerce sobre sus trabajadores para mantener el orden y la disciplina en su empresa.

En esa línea, es bien sabido que el empleador no puede imponer sanciones a los trabajadores que no estén previstas en el reglamento interno de trabajo, pacto o convención colectiva, fallo arbitral o contrato individual de trabajo, y para la imposición de las mismas, debe oírse previamente al empleado en diligencia de descargos

Para tales propósitos, el artículo 108 del Código Sustantivo del Trabajo, consagra en su numeral 16) que el reglamento interno de trabajo debe contener disposiciones normativas atinentes a “escalas de faltas y procedimiento para su comprobación; escala de sanciones disciplinarias y forma de aplicación de ellas”
4.5. CASO CONCRETO
Para entrar a resolver el problema jurídico planteado, es necesario contrastar las razones que adujo en la carta de renuncia el trabajador con las demás pruebas documentales y testimoniales adosadas al proceso. Con ese propósito, se transcribe in extenso el citado documento dirigido a la señora ADRIANA MARÍA RUÍZ GRISALES, representante legal del matadero “PASO REAL”:

“(…) me permito presentar carta de despido indirecto, sustentándola en las siguientes razones: PRIMERO: desde hace más de un año vengo siendo víctima de acoso laboral por parte suya y por parte de los demás representantes patronales respecto de los cuales somos subordinados como trabajadores del matadero. SEGUNDO: el acoso laboral del cual he sido víctima por parte de ustedes, se ha materializado en i) llamados repetidos a descargos por situaciones laborales que no constituyen real causa de este tipo de procedimientos, por razón de la ocurrencia misma de las circunstancias que les dieron lugar, ii) sanciones disciplinarias extemporáneas por causa de los anteriores procedimiento disciplinarios, iii) sobrecarga laboral continuada, teniendo que trabajar horas extras diurnas, nocturnas y dominicales sin los reconocimientos económicos de ley, iv) renuencia a reconocerme económicamente prestaciones sociales a las cuales tengo derecho, a pesar de mi solicitud expresa al respecto, v) descuentos económicos no autorizados de mis salarios y prestaciones sociales por daños inexistentes o que no fueron causa de mi acción u omisión, vi) desatención de las indicaciones ocupacionales emitidas por mi ARL, originadas por mi estado especial de protección constitucional debido a mi actual situación de salud. TERCERO: el acoso laboral del cual he sido víctima, traducido en el no pago de mis salarios y prestaciones sociales, me ha llevado a quedar en este momento en una situación económica angustiosa, no solamente a mí, sino a mi núcleo familiar. Y termina señalando: “no presento esta renuncia por voluntad propia, sino por el conjunto de factores laborales negativos que me obligan a hacerlo”.
En respuesta a la carta, la empresa empezó por aceptar la renuncia en los siguientes términos: “todos y cada uno de los procesos disciplinarios que se siguieron en contra suya fueron realizados dentro del marco de la legalidad y del respeto por sus derechos” y procedió a enumerar uno a uno los hechos que habían ameritado en su momento la activación de la facultad disciplinaria del empleador (sobre los que será necesario volver más adelante). Señaló, además, que nunca se habían impuesto cargas laborales excesivas, al contrario, luego de las recomendaciones expedidas por la EPS, su jornada de trabajo se había reducido al máximo y había sido reubicado en la portería de la empresa. Señaló igualmente que todas las obligaciones laborales a su cargo habían sido pagadas y los únicos momentos en los cuales no había sido cancelado su salario fue por la imposición de sanciones disciplinarias de las cuales el único responsable era el trabajador.
Ahora bien, para demostrar la ocurrencia de las circunstancias denunciadas en la carta de renuncia, el trabajador presentó las actas de las diligencias de descargo a las que fue citado durante el último año de servicios, un total de seis (6) actas, que se resumen así:

a) Diligencia del 29 de mayo de 2014, a la que fue citado por un supuesto altercado con un compañero de trabajo, y en la que adujo, en su defensa, que era una conducta normal de “recocha” en el trabajo. No se impuso sanción alguna en este caso (Fl. 8 al 10). 
b) Diligencia del 6 de febrero de 2015, por hechos ocurridos el 6 de enero del mismo año, cuando no se presentó a laborar. En dicha oportunidad el demandante expresó que estaba en el entierro de un tío y le había pedido el favor a su hijo de que avisara que no podía ir a trabajar. Al final de la audiencia, según se puede leer en el acta (Fl. 14), la empresa le comunica al trabajador, que en próximos días le informaría la decisión frente a la falta, y en efecto, el 9 de marzo de 2015, le informó la decisión de suspenderlo en sus funciones por 3 días “por no haberse presentado a trabajar aduciendo una calamidad que no fue comprobada con ningún medio idóneo”.
c) Diligencia del mismo 6 de febrero de 2015, por no haberse presentado a laborar el 27 de enero del mismo año. En esta oportunidad el trabajador aduce que se despertó con un fuerte dolor en la nuca y en el hospital no lo atendieron, entonces una enfermera que vive al frente de su casa le aplicó dos inyecciones. Manifestó que no tenía ningún documento para justificar su ausencia y que no había ido a urgencias, porque allá le decían “que tenía que ir herido o con un accidente laboral o con algo bien grave para atenderlo”. El 9 de marzo de 2015, la empresa le notificó la decisión de suspenderlo, esta vez por 7 días, debido a que no había comprobado que tuviera una enfermedad que le impidiera presentarse a trabajar.

d) El 10 de febrero 2015 (Fl. 23) es citado de nuevo a diligencia de descargos, la cual se lleva a cabo al día siguiente (Fl. 24). En esta oportunidad la empresa le informa que el 9 de febrero del mismo año, el cuarto frio de vísceras se había apagado y él no había realizado el respectivo reporte, causándole grandes perjuicios a la empresa, debido a que se habían dañado 67 vísceras que estaban almacenadas allí. Se le preguntó al trabajador por qué no había pasado las vísceras para otro cuarto que si estuviera funcionado y respondió: “vea yo le hablo la verdad: eran las 2:00 a.m. y se les sentía buen frio, yo las tocaba y se sentían frías”. Luego se le preguntó qué temperatura indicaba el visor de la nevera y dijo que 15,1 grados, reconociendo luego que debía estar a mínimo 4º bajo cero. Ante estos hechos la empresa tomó la decisión de suspenderlo por 30 días (del 23 de mayo al 21 de junio de 2015), argumentando que por no haber realizado a tiempo el reporte de la falla del congelador, la empresa había perdido 67 vísceras que estaban almacenadas.

e) El 15 de mayo de 2015 (Fl. 30) es citado nuevamente a diligencia de descargos el 19 de mayo del mismo año, de nuevo por no haber reportado el 15 de mayo de 2015 inconsistencias en el cuarto frio donde se almacenaban 200 canales de cerdos. Se le informó que ese día en el cambio de turno, de acuerdo al informe presentado por la señora BLANCA AURORA RUIZ, se había encontrado que los cuartos fríos de porcinos se encontraban apagados y que la carne ya había iniciado proceso de descomposición, lo que indicaba que llevaba mucho tiempo sin recibir frio, a lo que respondió: “ese aparato se me apagó cuando estaba pendiente de los marranos” y se le preguntó: “entonces por qué no reportó el inconveniente a las 9:30 de la noche que había hablado con la señora Blanca Aurora Ruiz” y dijo: “me di cuenta a las 10:00 p.m. pero no tenía minutos” y se le preguntó finalmente: “usted manifiesta que estaba con su compañero de Cristian hasta las 2:00 A.M., por qué no le pidió el favor de que fuera a la casa de Luis Bustamante (de mantenimiento) para que fuera a revisar qué sucedía”, y dijo: “la verdad no acaté haberle pedido el favor, además él estaba en la parte de atrás lavando los tanques”. El 23 de junio de 2015, como puede verse en el folio 35 del expediente, se le notificó la decisión de suspenderlo por 60 días (del 26 de junio al 23 de agosto de 2015).

f) Finalmente, el 14 de mayo de 2015 (Fl. 39) es citado a la diligencia de descargos que se llevó a cabo el 19 de mayo del mismo año, por no haberse presentado a laborar durante los días 21 y 22 de abril de 2015, y explicó que por esos días su señora madre se encontraba enferma y no había llamado a nadie porque estaba muy estresado. Se le impuso suspensión por 45 días (del 29 de septiembre al 12 de noviembre del mismo año).
Obra igualmente en el expediente el reglamento interno de trabajo de la empresa demandada (Fl. 144), que en lo que interesa al proceso reza a la altura del capítulo XII, artículo 47, que la “empresa no puede imponer a sus trabajadores sanciones no previstas en el reglamento o en el contrato de trabajo” y en el que se establece una escala de faltas y sanciones disciplinarias que puede resumirse así: 
1) Falta al trabajo sin excusa suficiente cuando no se causa un perjuicio de consideración a la empresa: 3 días la primera vez y suspensión de hasta 8 días para reincidentes.
2) Falta total al trabajo cuando se cause un perjuicio de consideración a la empresa: 8 días la primera vez y hasta 2 meses en caso de reincidencia.
3) Violación leve por parte del trabajador de las obligaciones contractuales o reglamentarias: la misma sanción prevista en caso de la falta antes señalada.

Se establece además en dicho reglamento, que antes de aplicarse una sanción disciplinaria, la empresa deberá oír al trabajador inculpado, que la diligencia de descargos se hará en compañía de dos compañeros o trabajadores de la empresa, si así lo estima conveniente el trabajador (Art. 50) y que la decisión disciplinaria se impondrá, si hay lugar a ella, dentro de los 10 días siguientes a la diligencia en la cual se escuchó al trabajador (Art. 51). Cierra este capítulo del reglamento de trabajo el artículo 52, en el que se establece, al tenor: “no producirá efecto alguno la sanción disciplinaria impuesta con violación del trámite señalado en el anterior artículo”
En este orden de ideas, al margen de lo gravedad de los evidentes actos de indisciplina del trabajador, salta a la vista que la empresa desconoció el debido proceso previsto en su propio reglamento interno de trabajo por las siguientes razones: 

1) Los hechos disciplinables por los que la empresa impuso las más altas sanciones, de 30, 45 y 60 días, aunque tienen fundamento en las disposiciones normativas del reglamento interno de trabajo, en el que se tiene previsto que la violación leve por parte del trabajador de las obligaciones contractuales o reglamentarias puede generarle una sanción de hasta dos meses, la totalidad de estas fueron impuestas cuando ya había transcurrido mucho más de diez (10) días contabilizados desde la diligencia de descargos. Por ejemplo, la última sanción, por un descuido del demandante con el congelador del matadero, se impuso cuando ya había transcurrido más de 5 meses desde la diligencia de descargos.
2) En un periodo de menos de tres (3) meses la empresa le impuso al trabajador un total de 145 días de suspensión, sin establecer o definir cuáles fueron los criterios y los fundamentos legales para tasar e imponer tan drásticas sanciones.

3) Al trabajador se le notificó un despido sometido a la condición del permiso que debía obtenerse del Ministerio de Trabajo, como se informó en precedencia, mientras este se encontraba cumpliendo una sanción por no haberse presentado a laborar durante los días 21 y 22 de abril de 2015, y aunque el despido no es una sanción propiamente dicha, lo cierto es que los hechos que sirvieron de fundamento al mismo, según lo expuesto en la mencionada carta, ya habían sido debidamente sancionados con prolongadas suspensiones, de modo que el desahucio laboral, en este caso, aparece como una especie de doble sanción por un mismo hecho.
Bajo dichas premisas, queda demostrada al menos una de la de las justificaciones de la renuncia del trabajador: la extemporaneidad de las sanciones impuestas y la consecuente violación al debido proceso, pero no hay una sola prueba de las demás irregularidades y actos atribuidos en aquel documento al empleador, esto es: el acoso laboral, la sobrecarga laboral continuada por la imposición de jornadas extensas de trabajo, la renuencia al pago de prestaciones y la desatención de las indicaciones ocupacionales de la EPS, como pasa a verse:

1) Frente al supuesto acoso: es incuestionable que la gravedad de los actos de indisciplina y la falta de justificación de las mismas por parte del trabajador, ameritaban la activación de las facultades disciplinarias del empleador, que incluso pudo haber optado por el despido en cualquiera de ellas, pero prefirió imponer las sanciones que, aunque drásticas y prolongadas, no son tan gravosas como el despido. No puede perderse de vista que la Ley de acoso laboral (Ley 1010 de 2006) advierte a la altura del artículo 8º, que los actos destinados a ejercer la potestad disciplinaria, lo mismo que las actuaciones administrativas o gestiones encaminadas a dar por terminado el contrato de trabajo, con base en una causal legal o una justa causa y la exigencia de obligaciones y deberes inherentes al contrato de trabajo, entre otras, no constituyen actos de acoso laboral. 
2) En relación a la sobrecarga laboral, es del caso anotar que el demandante renunció a la posibilidad de apelar la absolución de horas extras y recargos nocturnos y dominicales, de modo que lo probado es que el prestador del servicio cumplía la jornada máxima legal de 48 horas semanales, con lo cual queda desvirtuada la supuesta sobrecarga laboral denunciada en la carta de renuncia.
3) Por lo demás, no aparece comprobado que el empleador haya retenido salarios o prestaciones, al contrario, se acredita el pago cumplido y oportuno de dichas obligaciones por parte del demandado y el mismo demandante reconoce en el escrito de la demanda que luego de las recomendaciones ocupacionales de la EPS, fue reubicado en el cargo de portero.
En este orden de ideas, considera la Sala que los errores vinculados al trámite para imponer las sanciones por los comprobados actos de indisciplina del trabajador, por si solos justificaban la decisión de dar por terminado el contrato de trabajo por parte de este, como quiera que en el artículo 62 del C.S.T., se señala claramente que el trabajador podrá dar por terminado unilateralmente el contrato de trabajo por el “incumplimiento sistemático sin razones válidas por parte del empleador de sus obligaciones convencionales y legales”  y también ante “cualquier violación grave de las obligaciones o prohibiciones que le incumben, de acuerdo con los artículo 57 y 59 del C.S.T. (…)”, de modo tal que el empleador es el primer llamado a cumplir los términos del reglamento interno de trabajo, porque así se lo impone el numeral 9º del artículo 57 del mismo código, en el que se señala que una de sus obligaciones especiales es “cumplir el reglamento y mantener el orden, la moralidad y el respeto a las leyes” y es bien sabido que así como la convención, el contrato y el reglamento de trabajo es ley especial entre las partes.

Ahora bien, de allí no puede concluirse que los errores administrativos de la empresa estuvieran encaminados a provocar la renuncia del trabajador, pues no se puede hacerse a un lado la magnitud y reincidencia de las faltas cometidas por este, en razón de lo cual no es posible acceder al pago de la indemnización prevista en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, como quiera que ha quedado desvirtuado que la causa del despido indirecto, por incumplimiento de los procedimientos disciplinarios por parte del empleador, guarde alguna relación directa o indirecta con la situación de salud del prestador del servicio. 

Corolario de lo anterior, se revocará la sentencia de primera instancia para acceder al pago de la indemnización por despido injusto, por el monto de $2.334.140 (teniendo en cuenta que el demandante devengaba el salario mínimo y laboró entre el 1º de enero de 2011 y el 13 de noviembre de 2015 -1757 días-) pero se absolverá de la indemnización de 180 días de salario prevista en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997. Sin costas en esta instancia por haber prosperado parcialmente el recurso, las costas de primera instancia se imponen en un 50% a la sociedad demandada, las cuales se liquidarán por la secretaría del juzgado de origen.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR la decisión de primera instancia y en su defecto, DECLARAR la existencia de un contrato de trabajo a término indefinido entre el señor JOSÉ MIGUEL BETANCOURT y la SOCIEDAD PASO REAL S.A.S. entre el 1º de enero de 2011 y el 11 de noviembre de 2015.

SEGUNDO: DECLARAR que el contrato terminó con justa causa del trabajador, configurándose un despido indirecto por la violación sistemática del reglamento interno de trabajo por parte del empleador.

TERCERO: CONDENAR a la sociedad “PASO REAL S.A.S.” al pago de la suma de $2.334.140 a favor del señor JOSÉ MIGUEL BETANCOURT por concepto de indemnización por despido injusto.

CUARTO: ABSOLVER de las demás prestaciones a la demandada.

La Magistrada,
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
La Magistrada y el Magistrado,
OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA                JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ






      Con salvamento de voto
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

SALVAMENTO DE VOTO
Pereira, veintitrés (23) de febrero de dos mil dieciocho (2018)

Con el debido respeto debo salvar mi voto por cuanto considero que la sentencia absolutoria de primera instancia debió ser confirmada.

Sostengo mi posición en lo siguiente:

Señala expresamente la mayoría que: “…los errores vinculados al trámite para imponer las sanciones por los comprobados actos de indisciplina del trabajador, por si solos justificaban la decisión de dar por terminado el contrato de trabajo por parte de este, como quiera que en el artículo 62 del C.S.T., se señala claramente que el trabajador podrá dar por terminado unilateralmente el contrato de trabajo por el ‘incumplimiento sistemático sin razones válidas por parte del empleador de sus obligaciones convencionales y legales’ y también ante ‘cualquier violación grave de las obligaciones o prohibiciones que le incumben, de acuerdo con los artículos 57 y 59 del C.S.T.’, de modo tal que el empleador es el primer llamado a cumplir los términos del reglamento interno de trabajo, porque así se lo impone el numeral 9º del artículo 57 del mismo código, en el que se señala que una de sus obligaciones especiales es ‘cumplir el reglamento y mantener el orden, la moralidad y el respeto a las leyes’ y es bien sabido que así como la convención, el contrato y el reglamento de trabajo es ley especial entre las partes.”.

Al respecto considero que en realidad, el empleador acató el reglamento, pues para la imposición de las sanciones adelantó el trámite disciplinario que se prevé en el mismo. El hecho que, haya desconocido los precisos términos que se contemplan para el efecto, no implica una violación del mismo que pueda aceptarse como justo motivo de la terminación del contrato.

Tal conclusión, a mi juicio, desconoce que el artículo 52 del mismo reglamento prevé la específica consecuencia jurídica, que opera en los eventos de desconocimiento del trámite establecido. En efecto, dice el artículo. “No producirá efecto alguno la sanción disciplinaria impuesta con violación del trámite señalado en el anterior artículo”.

Dicho de otra manera, las normas reglamentarias establecieron como garantía exigible por el trabajador, que en el evento que se llegue a imponerle sanciones disciplinarias desconociendo, como aquí ocurrió, el trámite previsto, él pueda alegar y obtener la declaratoria de ineficacia de dicha sanción; pero no previeron a su favor, que tal situación pasara a adicionar las causales de justas causas de terminación del contrato de trabajo por parte del trabajador, pues, entre otras cosas, ello atentaría directamente contra el principio del non bis in idem.

En mi criterio, en este asunto, las pruebas en general dan cuenta que la empresa fue absolutamente respetuosa de los derechos y garantías de su trabajador, y solo, ante sus reiteradas y graves faltas, vio la necesidad de imponerle sanciones, en orden a corregir su comportamiento, pues consideró que no podía darle por terminado su contrato de trabajo sin la previa autorización del ministerio del trabajo.

Tal proceder, lejos de violar los derechos del trabajador y de constituir motivo justo de terminación del contrato de trabajo como se terminó resolviendo, muestra el respeto por sus garantías y así debió declararse en esta instancia. 

Dejo así salvado mi voto. 

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Magistrado
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